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SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CONFIRMA / IMPROCEDENTE / Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, por cuanto es claro que existe la vía ordinaria; también quedó claro que las únicas excepciones aplicables a dicha regla, serían dos: 1. Que se utilice la querella de amparo con el fin de evitar un perjuicio irremediable, circunstancia no fue demostrada por la parte accionante; y 2. Que el mecanismo dispuesto en la vía ordinaria no resulte ser idóneo para conjurar la transgresión invocada, cuestión que tampoco fue abordada por el señor Corrales García.

(…)

Tampoco puede predicarse que unos dineros que aún no se le han asignado al señor José Orlando puedan tildarse como un “derecho adquirido”, por cuanto su reconocimiento está en litigo, dado que para Colpensiones en el momento de analizar su situación, no cumplía con la totalidad de los requisitos exigidos para su concesión, como así lo refirió en la resolución donde le negó la pensión de invalidez, contrario por supuesto, a lo argumentado por la parte accionante, lo que deberá ser objeto de esclarecimiento por la vía judicial ordinaria y por ende la acción constitucional se torna improcedente; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARTHA CECILIA BETANCUR PÁEZ, quien actúa en calidad de agente oficiosa del señor JOSÉ ORLANDO CORRALES GARCÍA, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 7 de mayo de 2018, mediante el cual resolvió declarar improcedente la solicitud de amparo reclamada en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:

La señora Martha Cecilia Betancur Páez, actuando en calidad de agente oficiosa del señor José Orlando Corrales García, instauró acción de tutela en contra de la AFP Colpensiones, a quien acusó de vulnerar sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas, igualdad y seguridad social de su agenciado. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 

“Refiere el accionante, de 63 años de edad, a través de la agente oficiosa, que el médico laboral de la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, le calificó su pérdida de capacidad laboral en 51,6%, con fecha de estructuración del 2 de junio de 2016; razón por la cual, solicitó en dos oportunidades a dicha entidad el reconocimiento de la pensión de invalidez, petición que fue negada mediante resoluciones N° GNR-8690 del 13 de enero y SUB-247378 del 4 de noviembre de 2017, con fundamento en que no acreditaba el requisito de las 50 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, y que no cuenta con las 26 semanas de cotización anteriores al 29 de diciembre de 2003, fecha en que entró en vigencia la Ley 860 de 2003, ni dentro del año inmediatamente anterior a la fecha en que se produjo su estado de invalidez.

Afirma el actor que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez, ya que cuenta con más de 423 semanas cotizadas, y cumple con el requisito de las 50 semanas exigidas por la Ley 860 de 2003, además, que debe tenerse en cuenta que su salud cada día es más desfavorable, pues tiene pérdida visual en el ojo derecho y ello le ha afectado el ojo izquierdo.

Refiere que la entidad accionada al negar el reconocimiento de la pensión de invalidez solicitada, está vulnerando su derecho fundamental al mínimo vital, toda vez que se encuentra en estado depresivo por no poder laborar, vive de la caridad de sus familiares, y no tiene como sufragar los gastos de su enfermedad.”
PRETENSIONES:

Por lo anterior, solicitó la señora Betancur Páez que se tutelen los derechos fundamentales invocados en favor de su agenciado, y en consecuencia, se ordene a Colpensiones que le reconozca la pensión de invalidez al señor José Orlando Corrales García.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado tercero Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 25 de abril de 2018, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 7 de mayo declarar improcedente el amparo de los derechos reclamados, al considerar que no se acreditó el requisito de subsidiariedad de la acción de tutela, ni se evidenció un perjuicio irremediable que haga viable la procedencia transitoria de la tutela.
IMPUGNACIÓN:

Una vez enterada de la decisión de instancia, la señora Martha Cecilia Betancur Páez presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Para fundamentar su solicitud reiteró los argumentos planteados en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a esta Corporación determinar si resulta procedente la acción de tutela para conceder la pensión de invalidez que reclama el señor José Orlando Correa García, por intermedio de su agente oficiosa; o si por el contrario le asiste razón a la Juez de primera instancia al señalar que ello no es posible. 

3. Solución: 

Conforme con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de los derechos y las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para la protección y aplicación de los mismos. 

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces, cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares (de manera excepcional), lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en el cuestionamiento que se le hace al fallo de primer nivel que negó el amparo a los derechos invocados, al precisar básicamente que en el caso del accionante le asiste otro medio de defensa judicial que le permite buscar una solución a la controversia planteada.

Para entrar a analizar el problema jurídico hay que tener en cuenta primero que si bien la acción de tutela es un derecho constitucional y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales; esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho.

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello, el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que una de las causales de improcedencia de la acción de tutela se da: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante. (…)”.
Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

 
En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial, como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados. No obstante la regla general de solución de controversias laborales por parte de la jurisdicción competente [ordinaria o contenciosa], paralelamente la jurisprudencia constitucional ha sostenido que de manera excepcional ante ciertas circunstancias, puede abrirse paso la acción de tutela para resolver ese tipo de conflictos,…”.

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.

El caso concreto:

Partiendo de los presupuestos decantados anteriormente, lo primero que debe advertir esta Colegiatura es que, efectivamente, la acción de tutela no es el mecanismo legalmente diseñado para dirimir asuntos de índole económica, ni mucho menos para efectuar reconocimientos pensionales, por cuanto es claro que existe la vía ordinaria; también quedó claro que las únicas excepciones aplicables a dicha regla, serían dos: 1. Que se utilice la querella de amparo con el fin de evitar un perjuicio irremediable, circunstancia no fue demostrada por la parte accionante; y 2. Que el mecanismo dispuesto en la vía ordinaria no resulte ser idóneo para conjurar la transgresión invocada, cuestión que tampoco fue abordada por el señor Corrales García.
En ese sentido, vale la pena mencionar que la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.
Tampoco puede predicarse que unos dineros que aún no se le han asignado al señor José Orlando puedan tildarse como un “derecho adquirido”, por cuanto su reconocimiento está en litigo, dado que para Colpensiones en el momento de analizar su situación, no cumplía con la totalidad de los requisitos exigidos para su concesión, como así lo refirió en la resolución donde le negó la pensión de invalidez, contrario por supuesto, a lo argumentado por la parte accionante, lo que deberá ser objeto de esclarecimiento por la vía judicial ordinaria y por ende la acción constitucional se torna improcedente; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JOSÉ ORLANDO CORRALES GARCÍA, a través de agente oficiosa; ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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